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PRÓLOGO

Me siento en mi escritorio una mañana calurosa de julio para enfrentarme 
a un reto complejo, con el que no me suelo encontrar frecuentemente; ¿cómo 
escribir el prólogo de una monografía cuya autora es tu alter ego en tu vida 
profesional? No me negarán que supone tarea ardua, y no precisamente por 
no saber describir los parabienes de una obra jurídica de calado excepcional, 
sino por no saber expresar correctamente los sentimientos que afloran al 
redactarlo. Son más de veinte años compartiendo quehaceres universitarios, 
veinte años que han servido de molde para esculpir una amistad profunda y 
duradera, de esas a prueba de bombas.

Pero no se trata ahora de describir la relación que me une a la Prof. López 
Gil, sino de presentar al lector su última obra, a la que le ha dedicado un 
tiempo intenso en esta etapa universitaria en la que las prisas ya no son tus 
compañeras de viaje, sí en cambio la reflexión profunda que hace madurar 
trabajos que aspiran a lograr un hueco de honor en las bibliotecas jurídicas. 
Sé que detrás de cada línea que compone este libro hay rigor, conocimiento 
profundo y un compromiso férreo con el Derecho, pero también hay pacien-
cia, sentido del deber, y ese amor por el detalle que solo poseen quienes 
entienden que el Derecho no solo se estudia: se vive. Pero también es, y 
permítaseme decirlo desde la cercanía, un acto de generosidad intelectual. 
Porque no se trata solo de exponer lo sabido, sino de compartirlo con hones-
tidad, con humildad y con el deseo sincero de aportar.

No ha elegido la autora un tema fácil. El análisis de las partes en el pro-
ceso de ejecución es un tema que muchos procesalistas hemos dejado a un 
lado, quizás por excesivamente técnico, quizás por excesivamente áspero, 
quizás por no excesivamente deslumbrante. Y a pesar de ello, la Prof. López 
Gil ha cogido las riendas de la investigación, aun a sabiendas de que, aunque 
no resulta ser de los temas «estrella», es una parcela que necesita de una 
reforma profunda que el legislador le ha negado constantemente. A menudo, 
en la investigación, la ejecución civil aparece relegada a un lugar secundario, 
como si fuera una consecuencia mecánica y menor del proceso declarativo. 
Algo que, una vez dictada la resolución firme, simplemente «ocurre». Alguna 
vez he oído alguna conferencia de la autora sobre el tema en la que tildaba a 
la ejecución como la cenicienta del estudio del proceso civil, al igual que lo 
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hacían insignes procesalistas italianos respecto de la ejecución penal —a la 
que denominaron con razón la Cenerentola del processo penale—, con refe-
rencia a esa etapa olvidada, poco estudiada, y a menudo subestimada, a 
pesar de ser el momento en que el Derecho cobra realidad tangible, cuando 
las resoluciones judiciales dejan de ser promesas para convertirse en hechos.

Este libro, sin embargo, viene a rescatarla del rincón doctrinal en el que a 
menudo ha sido confinada. Le otorga la centralidad que merece y lo hace desde 
un enfoque que combina conocimiento técnico, sentido crítico y una profunda 
sensibilidad hacia los protagonistas del proceso: las partes, cuyas posiciones, 
intereses y garantías no desaparecen tras la sentencia, sino que adquieren un 
nuevo perfil jurídico, aún más delicado. Y que esos protagonistas —las partes 
en ese proceso— son más que sujetos procesales abstractos: son personas o 
entidades enfrentadas al cumplimiento forzoso de una decisión judicial, lo que 
implica consecuencias materiales, patrimoniales y, en no pocos casos, vitales. 

Desde esta premisa nace el presente trabajo de la Prof. López Gil. No se trata 
solo de un análisis técnico —que lo es, y de gran calidad— sino también de una 
reflexión profunda sobre una de las categorías procesales más relevantes y, al 
mismo tiempo, más controvertidas de nuestro ordenamiento: el concepto de 
parte en el proceso de ejecución. La autora se maneja bien en estas lides; no en 
vano su anterior monografía sobre la ejecución en el ámbito contencioso-admi-
nistrativo ha sido una de las obras más citadas y leídas en los últimos años. Ese 
constituye un aval más que suficiente para entender que estamos ante una obra 
a la que le auguro una proyección igual o superior a la anterior. 

En una época en la que las relaciones jurídicas se vuelven cada vez más com-
plejas, y los sujetos intervinientes en los procesos ya no se corresponden de 
manera simple con las figuras tradicionales de «demandante» y «demandado», 
resulta urgente replantearse quién puede y debe ser considerado parte en la 
ejecución, bajo qué condiciones, con qué límites, y con qué derechos y obliga-
ciones. 

A lo largo de sus páginas, la autora nos guía por un recorrido que es al 
mismo tiempo sistemático y crítico. El índice de la obra evidencia una estruc-
tura cuidadosamente pensada, que parte de una introducción general al pro-
blema jurídico de la atribución de la condición de parte, para luego adentrarse 
en los distintos supuestos que, en la práctica, ponen a prueba la solidez del 
concepto. Se estudian, por ejemplo, figuras como el ejecutante subrogado, 
el deudor que pasa a ser ejecutante, o el tercero afectado por la ejecución, 
así como los problemas derivados de la legitimación pasiva ampliada, tan 
frecuentes en ejecuciones hipotecarias, mercantiles o colectivas. El hilo con-
ductor de todo el trabajo, cosido con indudable maestría, es la necesidad de 
que la ejecución civil sea eficaz sin sacrificar las garantías básicas: audiencia 
real de los afectados, proporcionalidad en la extensión de la responsabilidad 
y eliminación de trámites redundantes.

Uno de los mayores aciertos del trabajo, a mi juicio, es su tratamiento de 
la integración subjetiva del título ejecutivo. Pocas cuestiones generan hoy 
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más litigiosidad que la identificación y sucesión de partes en títulos comple-
jos, como ocurre en sentencias dictadas en procesos colectivos, cesiones de 
crédito, o transmisiones patrimoniales post-sentencia. El análisis del artículo 
519 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de por sí problemático, se enriquece 
aquí con una exposición clara de sus presupuestos, sus límites, y sus efec-
tos reales en la práctica forense. Las acciones colectivas y litigios masivos 
constituyen dos vías que necesitan acoplarse. Por un lado, con la individuali-
zación de beneficiarios (art. 519.1) para sentencias colectivas: imprescindible 
pero complejo en la práctica por la deficiente técnica legislativa; por otro, 
la extensión de efectos (nuevo art. 519.2): opción útil frente a la litigiosidad 
repetitiva en cláusulas de consumo, pero requiere delimitar bien los requisi-
tos materiales y procedimentales para no mermar el derecho de defensa del 
demandado. La autora aboga por coordinar ambos mecanismos en la futura 
ley de acciones de representación.

Especial interés ofrece también el estudio que se hace sobre la exten-
sión de la responsabilidad a sujetos que no figuran en el título ejecutivo, 
como sucede con las sociedades de gananciales, los obligados solidarios, 
las uniones temporales de empresas, las agrupaciones de interés económico 
o las entidades sin personalidad jurídica. Todos estos potenciales protago-
nistas del proceso de ejecución conforman un mosaico poco sistematizado 
en la LEC. En efecto, el ordenamiento vigente ofrece soluciones dispersas, 
a menudo ambiguas o insuficientes, que exigen del operador jurídico una 
interpretación fina, y no pocas veces arriesgada. La autora analiza cada uno 
de estos supuestos con detalle, combinando el examen doctrinal con una 
atenta lectura de la jurisprudencia más relevante, y extrayendo conclusiones 
que serán de gran utilidad para la práctica profesional.

Una de las aportaciones más clarividentes de toda la obra es la necesidad 
de un concepto propio de «parte» en la fase de ejecución. La tradicional dico-
tomía parte / tercero, pensada para el declarativo, se queda corta cuando la 
ejecución alcanza a sucesores, fiadores o titulares de bienes embargados. El 
trabajo propone un estatuto procesal general de parte procesal flexible que 
incluya a todo sujeto jurídicamente afectado por las actuaciones ejecutivas, 
pero con facultades graduadas según su grado de implicación. No es un 
capricho meramente dogmático, sino una apremiante exigencia de la autora 
dirigida al legislador si de avanzar en la eficacia de la ejecución se trata. 

No quiero concluir esta breve praefatio sin dejar constancia de mi profunda 
admiración por la autora, del reconocimiento sincero a la solidez jurídica de 
este último trabajo, y de la satisfacción —profesional y afectiva— de acom-
pañarla, una vez más, en este nuevo paso de su admirable trayectoria inte-
lectual y personal.

Málaga, a 24 de julio de 2025

Yolanda de Lucchi López Tapia
Profesora Titular de Derecho Procesal

Universidad de Málaga



17

I

INTRODUCCIÓN

La delimitación subjetiva de las partes del proceso constituye un tema 
clásico en la dogmática procesal existiendo profusos y profundos estudios 
sobre el concepto y los requisitos esenciales para poder ser parte o poder 
realizar actuaciones válidas en el proceso, así como para tratar los múltiples 
problemas que a lo largo de los años se han planteado en la práctica forense.

Este interés doctrinal no se ha trasladado al estudio de la determinación 
de las partes en el proceso de ejecución habiéndose proyectado, como ha 
sucedido con tantas otras instituciones procesales, el concepto esbozado 
en el proceso declarativo al proceso de ejecución. Sin embargo, la traslación 
sin más de figuras pensadas en y por el proceso declarativo no encajan en la 
singularidad del proceso de ejecución por su especial naturaleza concebida 
para adaptar la realidad a lo contenido en el correspondiente título ejecutivo.

Precisamente es el difícil encaje del concepto de partes en el proceso de 
ejecución lo que determinó que el legislador al aprobar la LEC afrontase —en 
el capítulo I del Título III, artículos 538 a 542— lo que pretendía ser una 
regulación completa sobre los sujetos que podían tener legitimación en el 
proceso de ejecución partiendo para ello de los problemas enunciados por 
la doctrina y resueltos por la jurisprudencia. No obstante, esta regulación no 
construye un régimen jurídico común, sino que se limita a regular aquellos 
problemas que se habían detectado en la práctica forense en distintos pre-
ceptos sin ninguna sistemática.

La LEC, asumiendo el concepto clásico de parte, legitima activamente sólo 
y exclusivamente a quien conste en el título ejecutivo como acreedor. No 
obstante, el legislador consciente de que existían otras realidades —que no 
encajaban en la definición— merecedoras de tutela ejecutiva procede a esta-
blecer una previsión específica para cada una de ellas. Así pues, permite que 
puedan ser parte actora quien no constan en el título ejecutivo bien porque 
se ha producido un cambio en la titularidad de la obligación contenida en el 
mismo o bien porque la legislación permite que quien no ha sido parte en 
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el proceso de declaración se aproveche de la sentencia que se ha dictado a 
favor de otros demandantes siendo necesario que el correspondiente título 
se integre o se complete (artículo 519 LEC).

Por otro lado, la posición pasiva del proceso no queda restringida exclu-
sivamente a quien aparece como obligado en el título ejecutivo, puesto que 
en muchas ocasiones la ejecución se proyecta sobre sujetos que sin tener 
la condición de parte en sentido estricto se van a ver afectados, en mayor 
o menor medida, por las actividades ejecutivas, por lo que, para garantizar 
su derecho a la tutela judicial efectiva se les reconoce amplias facultades 
de actuación. Nos encontraríamos ante figuras intermedias entre los que 
son partes propiamente dichas —constan en el título ejecutivo— y los terce-
ros entendidos como aquellos que son ajenos al proceso dando lugar a una 
situación uti singuli, a un limbo jurídico que actúa como cajón de sastre al que 
cada vez se van incorporando más sujetos.

Ahora bien, la amalgama de situaciones descritas en los artículos 538 y ss. 
—unido a los supuestos de individualización de los beneficiarios de una sen-
tencia bien como consecuencia del ejercicio de acciones colectivas (artículo 
519.1), o, bien, como consecuencia del ejercicio de acciones individuales en 
materia de condiciones generales de la contratación (artículo 519.2)— pro-
voca que resulte difícil —pero no imposible— realizar un estudio sistemático 
de la materia que vaya más allá del análisis de cada una de las figuras regu-
ladas en dichos artículos.

Por otro lado, el ritmo al que avanza la sociedad, la existencia de nuevos 
tipos de relaciones jurídicas con distinta problemática y el carácter reactivo 
del derecho consistente en ir a remolque de la realidad provoca que el incom-
pleto marco establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil del año 2000 haya 
devenido insuficiente siendo necesario afrontar su revisión.

Así pues, el objeto de esta obra consistirá en abordar el análisis de la deter-
minación subjetiva en el proceso de ejecución siguiendo una sistemática que 
se separa de la que ha sido clásica hasta el momento centrada en el análisis 
de cada uno de los preceptos integrados en el título de la LEC «De las partes 
en la ejecución» de forma desconectada. Se tratará de construir un marco 
general que dé cabida a todos los sujetos eliminando la necesidad de incor-
porar regulaciones específicas para cada nueva situación jurídica.

Para ello procederemos a redefinir el concepto de parte, estableciendo 
una definición propia para el proceso de ejecución que supere el tradicional 
binomio parte/tercero sobre el que se construye la teoría general. Obser-
vada la inutilidad de esta dualidad de conceptos, deberemos optar bien 
por dar un nuevo concepto comprensivo de todos los sujetos que tienen 
interés en el proceso de ejecución o bien, si lo anterior resulta imposible, 
redefinir las categorías existentes hasta el momento, creando ítems nuevos 
que tenga en cuenta las mayores o menores posibilidades de actuación en 
fase de ejecución.
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I. INTRODUCCIÓN

Lo anterior no empecé que se aborde los problemas y deficiencias que se 
han detectado en la regulación de cada uno de los supuestos previstos en la 
LEC. Precisamente, su análisis es el punto de partida. Señalar sus deficien-
cias y los problemas que su aplicación ha provocado constituirá el punto de 
inflexión que nos permitirá formular propuestas de mejora.
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II

ATRIBUCIÓN LEGAL DE LA 
CONDICIÓN DE PARTE EN EL 

PROCESO DE EJECUCIÓN

1. La condición de parte activa en el proceso de 
ejecución

Tradicionalmente, en el proceso civil de declaración se ha adoptado un 
concepto formal de parte, entendiendo por tal a quien figura en la demanda 
como actor o demandado sin que ello requiera necesariamente la coinci-
dencia con los sujetos de la relación jurídica material. En otras palabras, la 
cualidad de parte se vincula con la comparecencia procesal, más que con la 
titularidad del derecho o la obligación sustantiva en juego.

Sin embargo, esta concepción no resulta directamente trasladable al pro-
ceso de ejecución. En este ámbito, no basta que el ejecutante afirme en su 
demanda ejecutiva que el ejecutado es deudor, sino que se exige un plus 
de acreditación: debe existir una correspondencia clara entre las personas 
designadas en la demanda y aquellas que figuran en el título ejecutivo —ya 
sea judicial o extrajudicial—. En consecuencia, el juez solo puede acordar 
la iniciación del proceso de ejecución mediante el correspondiente auto 
—que contiene tanto la orden general de ejecución como el despacho de 
la misma— cuando se aporta un título ejecutivo válido en los términos del 
artículo 517 LEC y de dicho título se desprenda con claridad la condición de 
acreedor y que el demandado figura como deudor.

Este requisito, si bien podría interpretarse como una aproximación al 
concepto material de parte, en realidad no implica una plena asimilación 
al mismo. La razón estriba en que la eficacia de la pretensión ejecutiva está 
sujeta a controles adicionales: el ejecutado puede formular oposición, y en 
determinados supuestos —como en los procedimientos promovidos contra 
consumidores— el propio tribunal puede actuar de oficio. Así, lo que real-
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